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SEÑORA PRESIDENTA (Passada).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el gusto de recibir al doctor Oscar Ermida Uriarte, Director del 
Instituto de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Para nosotros es muy importante contar con su 
presencia en el día de hoy. 


Como sabrá, la Comisión viene estudiando un proyecto de ley acerca de la negociación colectiva para la rama 
privada. Hemos participado y promovido eventos y seminarios sobre el tema y siempre nos han sensibilizado 
los aportes del Instituto dirigido por usted, por lo que realmente consideramos importante escuchar su 
opinión en el día de hoy. 


Para el estudio del proyecto hemos recibido distintas delegaciones, tanto de la rama empresarial como de los 
trabajadores, así como al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y prácticamente estamos al cierre de esta 
etapa de consultas. 


El proyecto de ley ha sido aprobado en general y se ha eliminado, para la discusión que estaremos dando en 
los próximos días, el Capítulo V, que se refería al tema de los conflictos. 


SEÑOR ERMIDA URIARTE.- Agradezco muy especialmente la invitación, tanto a título personal 
como en nombre del Instituto de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Facultad de 
Derecho de la Universidad de la República. 


Como el tema ya es conocido, voy a tratar de hacer una exposición breve y quedo a las órdenes para contestar 
preguntas o recibir sugerencias. 


Quiero recordar que hace aproximadamente un año participé en un evento organizado por esta Comisión, en 
el que tuve la oportunidad y el honor de hacer una exposición. Si bien algunos aspectos cambiaron, el 
proyecto es esencialmente el mismo, por lo que no diré cosas diferentes a las que adelanté en esa instancia y 
sobre las que se tomó una versión taquigráfica. 


También quiero decir que tengo algunas sugerencias puntuales, concretas, de modificación de redacción, que 
no hacen al sentido ni al fondo de la cuestión; serían pequeñas correcciones para que algún aspecto quedara 
más claro. Como no quiero hacerles perder tiempo en esto traje esas sugerencias por escrito y puedo 
distribuirlas tanto como para que ustedes las tengan como para que sean incorporadas a la versión 
taquigráfica. Ustedes analizarán si desean incorporar esas correcciones o no, pero reitero que se trata de 
sugerencias que no alteran el fondo del asunto sino que, en algunos casos, aportan claridad a los conceptos y, 
en otros, una redacción más bonita. 


En cuanto al fondo del asunto, ustedes saben que el sistema tradicional uruguayo de relaciones laborales, en 
materia colectiva, era de un aparente abstencionismo del Estado: no ley sindical, no ley de negociación 
colectiva, no ley de huelgas, salvo algunas disposiciones muy pequeñas. Había, de alguna forma, una 
abstención del Estado en estos asuntos. Por lo tanto, de algún modo las grandes organizaciones de 
trabajadores y de empleadores se las arreglaban entre ellos y el Estado era una especie de espectador que solo 
intervenía en situaciones relativamente excepcionales. Esta era la visión que todos teníamos, incluido quien 
habla. Sin embargo, con el transcurrir del tiempo, empezamos a descubrir que el sistema no era tan autónomo 
ni tan autorregulado como parecía y como creíamos. No habíamos percibido que existía un importante 
sistema de apoyo a la sindicalización y a la negociación colectiva que era el régimen de Consejos de Salarios. 
Durante muchos años me refiero a años atrás miramos el sistema de Consejos de Salarios como un simple 
mecanismo de fijación de salarios y no tuvimos conciencia de que era una legislación de soporte y de apoyo 
de la actividad sindical y de la negociación colectiva. 


Algunos hablo por mí en este caso recién tomamos conciencia de esto cuando el Poder Ejecutivo dejó de 
convocar a los Consejos de Salarios, por supuesto, durante la dictadura, pero también luego, en el período 
1990-2004, porque ahí cayó la sindicalización, la negociación colectiva, y recién cuando faltó ese soporte nos 
dimos cuenta de que cumplía una función de apoyo a la sindicalización y a la negociación colectiva. Y si 
alguna prueba faltaba, se dio desde el 2005 a la fecha cuando, reimplantados los Consejos de Salarios, se vio 
un incremento de la sindicalización y de la negociación colectiva. Es realmente llamativo e interesante que 
hoy en día la tasa de cobertura de la negociación colectiva en el Uruguay se aproxime al ciento por ciento. Es 
decir, no hay casi sectores de actividad, no hay casi trabajadores que no estén cubiertos por algún tipo de 
convenio colectivo. 


Por otra parte, la negociación colectiva es un derecho fundamental que el Estado debe garantizar y fomentar, 
como cualquier derecho fundamental. A este respecto, existe una norma el Convenio Internacional del 
Trabajo N* 154 que exige, reclama o postula, precisamente, el fomento de la negociación colectiva. Ahora 
bien, dada la existencia histórica y la alta implantación del sistema de Consejos de Salarios en el Uruguay, 
daría la impresión de que una legislación de fomento de la negociación colectiva no podría prescindir de este 
mecanismo. Por lo tanto, nos parece que el proyecto de ley acierta en el sentido de tomar el sistema de los 
Consejos de Salarios y casi que hacer girar en su torno una especie de estructura, de sistema de negociación 
colectiva, que es el que postula. 


Quiero destacar algunas características importantes de este proyecto. Intenta establecer un sistema de 
negociación colectiva. Uno se pregunta en qué medida no hubiera sido bueno que este mismo Parlamento, 
que tiene a estudio y próximo a aprobarse un proyecto de ley de negociación colectiva para la actividad 


pública, trabajara en un solo texto, con un capítulo o título aparte, la regulación de la actividad privada 
también, porque está claro que existen diferencias, en esta materia sobre todo. Pero, bueno, este es un tema 
secundario y a esta altura del transcurrir del tiempo y de los tiempos políticos en particular, ya no habría 
posibilidades de hacerlo. 


Reiteramos que nos parece correcto que el sistema se articule en torno al régimen de los Consejos de 
Salarios, por razones históricas y por razones de su implantación en el Uruguay. Asimismo, nos parece bien 
que el proyecto intente institucionalizar y generalizar lo que podríamos llamar las mejores prácticas 
nacionales en materia de negociación colectiva. Es decir, no hace grandes innovaciones sino que trata de 
generalizar y de institucionalizar lo que mejor se hizo cuando se hizo, y de introducir algunas modificaciones 
para mejorar aquellos aspectos donde había errores. También agrega otros elementos y me parece que el más 
importante es el de establecer o permitir la negociación colectiva en todos los niveles: macro nacional, medio 
o de rama de actividad y uno bajo, descentralizado, a nivel de empresa. Esto no es frecuente en América 
Latina y es lo que está indicado de acuerdo con los principios y demás; sí es frecuente en Europa. 


En la primera parte de principios y derechos fundamentales quiero destacar la exposición de motivos del 
Poder Ejecutivo, que no aparece, como es habitual, en los repartidos posteriores de la Cámara de 
Representantes. La exposición de motivos del Poder Ejecutivo tenía una solidez conceptual particularmente 
importante que es interesante para analizar el proyecto. Tanto allí como en los primeros artículos se reconoce 
a la negociación colectiva como un derecho fundamental, la obligación del Estado de garantizar y promover 
el ejercicio de ese derecho fundamental y se dice que las normas internacionales y el bloque de 
constitucionalidad forman parte de la reglamentación. En el articulado se agrega la obligación de negociar de 
buena fe, el derecho de información y consulta, que son requisitos básicos de cualquier sistema de 
negociación colectiva. No hay posibilidad de negociar colectivamente si no hay derecho de información y si 
no existe obligación de negociar. 


A su vez, se agrega algo novedoso, pero a mi modo de ver procedente, que es la idea incluida en el artículo 6* 
de la formación para la negociación. 


El proyecto también recoge el concepto de la mayor representatividad de las organizaciones profesionales, 
concepto bastante utilizado en el país y en el mundo, y lo hace razonablemente bien. 


El aspecto más distintivo del proyecto tal vez sea el de diseñar una estructura para la negociación colectiva en 
base, como decíamos, a tres niveles: uno nacional o hipercentralizado, otro medio o por rama de actividad, y 
uno bajo, que es el nivel de empresa, y los articula en función de los criterios de jerarquía, de norma más 
favorable, etcétera. 


Con respecto a la negociación colectiva nacional o más centralizada, quiero decir que legaliza el Consejo 
Superior Tripartito, que es un poco el heredero de una experiencia que se dio en el primer Gobierno 
democrático después de la dictadura en aquella ocasión, se llamó Consejo Superior de Salarios, que se 
convierte en un órgano de coordinación o de manejo de las relaciones laborales y de consulta, necesario para 
la fijación del Salario Mínimo Nacional. Esto es importante porque, desde hace años, venía siendo objeto de 
una observación por parte de la Comisión de Expertos de la OIT dado que el Poder Ejecutivo fijaba el Salario 
Mínimo Nacional sin la suficiente consulta con las organizaciones sindicales y de trabajadores. Entonces, 
esta norma solucionaría ese tipo de objeción. 


Luego, está el nivel de negociación colectiva centralizada por rama de actividad en la cual se recoge la 
práctica nacional de prácticamente todo el período en que hubo negociación colectiva en el país, 
prácticamente desde el año 1943 o, ya avanzando, desde los años 60 descontado el período de la dictadura, 
por cierto, que es lo que el profesor Rosenbaum bautizó como negociación colectiva a dos canales, a dos 
niveles o en doble vía: por un lado, la negociación colectiva en los Consejos de Salarios y, por otro, la 
posibilidad de que paralelamente haya una negociación colectiva absolutamente bilateral entre el sindicato y 
la organización gremial de empleadores. Esto es retomado en el proyecto de ley y aparece a nivel de rama de 
actividad, tanto la negociación colectiva dentro de los Consejos de Salarios, como la posibilidad de la 
negociación colectiva paralela, aparte, solo entre los dos. Es decir, hay una negociación a tres, acumulativa, 
eventualmente, si las partes lo desean, y una negociación entre dos. 


Aquí es importante señalar la posibilidad de la convocatoria de oficio o preceptivamente a solicitud de una de 
las organizaciones representativas. Esto es importante porque el sistema de negociación colectiva, que fue un 


verdadero gigante en el sistema uruguayo de relaciones laborales, demostró tener pies de barro; los pies de 
barro de este gigante eran que el Poder Ejecutivo convocaba si quería y si no quería, no. Entonces, cuando el 
Poder Ejecutivo entendió, por razones de política, etcétera, que debía convocarlo, lo hizo y funcionó. Pero 
cuando entendió que no, no lo convocó y no hubo negociación colectiva. Al establecerse que el Poder 
Ejecutivo puede convocarlo de oficio, pero que debe convocarlo cuando una de las partes suficientemente 
representativa lo solicita, me parece que se soluciona, en parte por lo menos, ese problema. Ahí hay un 
inconveniente en la redacción al que sería bueno prestar atención; lo dejé establecido en ese repartido que ya 
les hice. 


También aquí se plantea ese problema que ha estado en el debate hoy de mañana en la radio yo lo escuché y 
además en la prensa en cuanto a que se dice que el Consejo de Salarios puede fijar salarios mínimos y 
condiciones de trabajo, lo cual ha sido observado por el sector empleador. Parecería que el Poder Ejecutivo 
solucionaría esta objeción estableciendo que para la fijación de condiciones de trabajo sería necesario el 
acuerdo de las dos partes. Quiero decir que a mí no me convence esa crítica. Me parece que la práctica 
habitual ha sido la de negociar condiciones de trabajo dentro de los Consejos de Salarios y que, además, está 
abierta la otra vía. Pero, en fin, creo que esa discusión ha perdido un poco de actualidad si es que, en realidad, 
el Poder Ejecutivo y la mayoría parlamentaria van a hacer una modificación allí. En todo caso, no me parece 
que sea un tema central. La ley actual establece solo la fijación de salarios mínimos y categorías y, a pesar de 
ello, toda la vida todo el mundo negoció condiciones de trabajo. Es más: cuando las partes negociaron 
bilateralmente condiciones de trabajo fuera de los Consejos de Salarios, las llevaron a ese ámbito y pidieron 
al Consejo de Salarios que dictara un laudo recogiendo eso. O sea que no me parece que sea un problema 
fundamental y tengo la impresión tal vez esté equivocado; ustedes lo deben saber mejor que yo de que es un 
problema que está en vías de ser solucionado. 


Hay otras normas de interés y podemos ir a ellas si fuera de utilidad. 


Paralelamente a esta vía que es la de los Consejos de Salarios, se establece la otra, que es la de la negociación 
colectiva tradicional, bipartita, solo entre dos, que no puede ser menos favorable dice el proyecto de ley que 
la del nivel superior ni que lo fijado en los Consejos de Salarios. Se establece que el efecto será erga omnes, 
es decir, para todo el mundo en la rama de actividad una vez que el convenio o el acuerdo sea registrado y 
publicado por el Poder Ejecutivo. Ahí también hay un problema de redacción que habría que corregir. A su 
vez, se establecen otras medidas sobre los efectos de los convenios colectivos que a nuestro modo de ver 
recogen más o menos las prácticas más habituales. 


Finalmente, se prevé la negociación colectiva descentralizada o por empresa, solo bipartita, que solo puede 
ser más favorable que lo previsto en los niveles superiores, salvo lo dispuesto en los Consejos de Salarios. Es 
decir, el Consejo de Salarios puede admitir una negociación colectiva de empresa menos favorable. Y se 
prevé que si no existe una organización de trabajadores a nivel de la empresa sea el sindicato de la rama el 
que negocie a nivel de empresa, si es que se desea hacerlo a ese nivel. 


En materia de prevención y solución de conflictos, hago yo una consulta a la señora Presidenta porque le 
entendí que había sido eliminado el capítulo. En el repartido que recibí de parte de ustedes, se eliminó la 
mayor parte del capítulo que era todo lo referido a las ocupaciones, pero se dejaron un par de artículos que 
son los que no hablan de ocupaciones sino de las facultades del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y 
de los Consejos de Salarios en materia de mediación, conciliación, etcétera. Uno podría discutir si 
corresponde a una ley de negociación colectiva entrar en esa temática, pero en todo caso lo que allí se 
establece es un poco lo habitual: las facultades que tienen el Ministerio y los Consejos de Salarios, que son 
muy importantes en materia de solución y de prevención de conflictos. 


En conclusión, tenemos una visión positiva de este proyecto en términos generales, sin perjuicio de críticas 
puntuales y concretas que siempre se pueden hacer. Nos parece bueno que se diseñe una estructura 
centralizada pero al mismo tiempo articulada en distintos niveles. También nos parece bien que se recoja lo 
mejor de la práctica nacional, actualizándola y corrigiéndole algunos detalles. 


Uno podría preguntarse si no hubiera sido suficiente esto se planteó en la discusión académica con una norma 
mucho menos ambiciosa, es decir, con una norma mucho más puntual que simplemente corrigiera dos o tres 
artículos de la vieja ley de Consejos de Salarios. Pero, bueno, es un problema de técnica legislativa. ¿Vale la 
pena hacer una nueva ley más o menos completa o general, por lo que se optó, o es mejor no tocar y solo 
arreglar muy puntualmente algunos aspectos de la vieja ley? Se optó por esta otra técnica; es una posibilidad. 


Y luego está la otra pregunta que uno podría hacerse: ¿en qué medida esto es una norma de fomento de la 
negociación colectiva, que es un mandato constitucional y de las normas internacionales, o podría pasarse un 
poco de la línea y ser una norma de intervención intervencionista en la autonomía colectiva de las partes? Me 
inclino por tener una visión, digamos, positiva de la norma, interpretándola más como una norma de fomento 
que como una de intervención reglamentarista. En primer lugar, porque la teoría toda dice que no hay 
ejercicio de ese derecho humano que es la negociación colectiva sin un efectivo derecho de información y 
una efectiva obligación de negociar. Es decir, no hay posibilidad de negociar de verdad si yo no tengo 
información de lo que puede y no puede la contraparte, y si la contraparte no tiene obligación de negociar. 
Reitero una vez más que obligación de negociar no es obligación de contratar, sino que es simplemente 
obligación de sentarse a conversar toda vez que una contraparte que es suficientemente representativa invita a 
hacerlo. Además, es bilateral; no solo el empleador tiene la obligación de sentarse a negociar sino que 
también la tiene el sindicato cuando una contraparte representativa lo invita a hacerlo. Respecto a las partes 
no existe el derecho de información y esa obligación de negociar y si no desarrollan una negociación 
voluntaria fluida, entonces el Estado tiene la obligación de fomento que surge de las normas internacionales. 


La experiencia nacional de más de sesenta años de la ley de consejos de salarios indica que es necesaria una 
legislación de fomento, soporte o apoyo a la negociación colectiva para que esta efectivamente se desarrolle 
en Uruguay. Cuando hubo esa política, existió negociación colectiva; cuando no la hubo, la negociación 
colectiva cayó y prácticamente no existió. Esa misma experiencia de sesenta años, desde nuestro punto de 
vista, indica que el régimen de consejo de salarios es la manera uruguaya que asume esa política de fomento 
y de promoción de la negociación colectiva. La personalidad y el perfil que ha ido adquiriendo el sistema 
uruguayo de relaciones laborales ha sido el que le ha ido dando en el correr de decenios y decenios el sistema 
de consejo de salarios. 


Agradezco la atención y quedo a la orden con mucho gusto para entrar en detalles si alguno de los señores 
Diputados lo cree útil. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero decir que del Capítulo V eliminamos los artículos 21 al 24 inclusive 
quedando del 18 hasta el 20 inclusive en el tratamiento del proyecto. Digo esto a efectos de corregir lo 
dicho y, además, para que conste en la versión taquigráfica. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Es un gusto recibir al doctor Ermida y sus conceptos siempre son 
ilustrativos a la hora de la tarea legislativa, sin perjuicio de lo cual de su exposición, o contrastando la 
misma con algunas versiones que hemos recogido en el curso de este análisis legislativo, nos surgen 
algunas dudas que quisiéramos despejar. 


Existe un aspecto medular en todo esto que ha sido motivo central de las discrepancias que se han suscitado 
en cuanto no ya a la concepción de los tres niveles sino, fundamentalmente, a la forma de definir los límites 
entre los mismos y lo que el doctor Ermida ha definido como la articulación entre esos distintos niveles de 
negociación. Creo que allí es donde tenemos que detenernos. 


El doctor Ermida parece no advertir mayores dificultades con relación a la forma en que está concebido el 
proyecto de ley. Sin embargo, la duda se acrecienta a partir de la lectura de un reciente informe de la 
Comisión de expertos de la OIT que en función de lo que establece el convenio 131 que postula la 
negociación libre y voluntaria y que parece, por lo tanto, reservar el tripartismo para la negociación salarial y 
dejar librada la negociación de las condiciones de trabajo al entendimiento directo entre trabajadores y 
empresarios, es donde en algún sentido colide esa interpretación con la versión que acabamos de escuchar y 
concretamente con los términos en los que está concebido este proyecto de ley. 


La Comisión de expertos se pronunció recientemente y en el Capítulo Uruguay expresamente dice que 
observa la posibilidad de que en los Consejos tripartitos se vote para la fijación de condiciones de empleo 
como un aspecto que puede infringir el principio de negociación libre y voluntaria que constituye un aspecto 
fundamental estoy leyendo textual de los principios de la libertad sindical. 


Entonces, a la luz de esa interpretación ¿estará el Estado uruguayo, en la medida en que apruebe este 
proyecto de ley, contraviniendo convenios internacionales de la OIT? ¿Estaremos yendo en contra de los 
principios que la propia OIT postula en relación a la negociación colectiva y a la negociación salarial? Esa 
me parece una consulta francamente medular porque, entre otras cosas, si bien los tres niveles están previstos 


en el proyecto de ley, claramente hay una prevalencia de la negociación tripartita y una imposición de los 
resultados de esta negociación sobre la negociación entre las partes. El artículo 15 me parece que es 
elocuente; en algún sentido resuelve definitivamente esa cuestión. Esa es la primera pregunta concreta que 
me parece medular. En función de esto, como se sabe, en particular los sectores empresariales han llegado a 
advertir o a denunciar una posible consecuencia no deseada de cogestión empresarial; tal vez esto resulte 
demasiado esquemático de definir, pero no por ello menos ilustrativo. Ese es un tema que creo medular a la 
hora de calificar el proyecto de ley; a la hora de definir si es un proyecto que resuelve bien el tema o, 
eventualmente, lo dificulta. 


Ha habido otras objeciones que quiero trasladar al Instituto de Derecho Laboral que tienen que ver por 
ejemplo con lo que se ha denominado la ultra actividad de los convenios, es decir, su vigencia, más allá de la 
fecha de vencimiento, en el sentido de que esto podría estar generando dificultades desde el punto de vista de 
la certeza jurídica, de la previsibilidad a la hora de los convenios colectivos y de las obligaciones recíprocas, 
y otra, en la misma dirección, relacionada con la ausencia de una cláusula de paz y con la necesidad de 
introducirla en la medida en que se acuerden condiciones de trabajo o condiciones salariales. Estas son las 
preguntas que queríamos formular, pero nos parece medular la primera. Advierto, francamente lo digo, y no 
es descalificante por sí mismo, está dentro de la naturaleza de las cosas o dentro de las posibilidades 
objetivas, una contradicción entre la versión que acaba de dar el Instituto de Derecho Laboral uruguayo con 
lo que aparentemente se desprende de los postulados de la OIT, de los convenios y recomendaciones 
vigentes. El doctor Ermida sabrá confirmar si esto es así o no. 


SEÑOR ERMIDA.- Comienzo contestando la primera interrogante planteada que, además, fue 
calificada por el señor Diputado Abdala como la que más le preocupaba. 


Efectivamente existe esa observación de la Comisión de expertos. Yo admito que el tema es discutible y que 
es probable que existan muchas opiniones que sostengan que esa parte del artículo que dice que es 
competencia de los consejos de salarios fijar salarios mínimos y condiciones de trabajo, tiene el efecto que se 
acaba de señalar. Eso podría llevar a una votación que le impusiera a una de las partes una determinada 
condición de trabajo, lo que valdría para la OIT en el sentido de la fijación de salarios mínimos, pero no para 
la fijación de otras condiciones de trabajo. 


Admito que el tema es discutible y por eso lo mencioné y le quité dramatismo porque además según he 
podido escuchar parece que el Poder Ejecutivo y la mayoría parlamentaria estaría dispuesta a sacar las 
condiciones de trabajo con lo cual el problema desaparecería. Me parece que es un tema discutible. Ni que 
hablar que esa posibilidad se puede sostener, esa interpretación se puede sostener, la ha sostenido nada menos 
que la Comisión de expertos de la OIT. Me parece que también se puede sostener la contraria especialmente 
de acuerdo a la historia uruguaya. Insisto, que esto lo plantee un académico, que esto lo plantee un político 
me parece correcto; ahora que esto lo planteen organizaciones de empleadores que toda la vida cuando no 
existía esa disposición negociaban fuera de los consejos de salarios condiciones de trabajo y una vez que 
tenían firmado el convenio colectivo iban al consejo de salarios a pedir que homologaran, que lo convirtieran 
en un laudo del consejo de salarios para que fuera obligatorio para toda la rama de la actividad, me parece 
que no tiene sentido. Es decir, cuando no figura en la norma, yo quiero que me lo homologuen, pero cuando 
aparece una norma que establece generalizar esa práctica que ustedes generaron, entonces no quiero. No me 
termina de cerrar, pero admito, señor Diputado, que el tema es discutible, que perfectamente se puede 
sostener la posición que usted ha sostenido o ha trasmitido sobre ese punto. 


Es cierto paso a la segunda pregunta que, de acuerdo con el artículo 15, se establece un sistema de 
articulación de los convenios colectivos que, en caso de contradicción, hace prevalecer la negociación 
colectiva por rama de actividad sobre la de empresa. Esta es una de las soluciones que se pueden adoptar 
cuando hay pluralidad de niveles de negociación. El hecho de que haya pluralidad de niveles de negociación 
es una cosa muy buena; es decir, las partes tienen que poder negociar a todos los niveles que quieran. El 
elemento negativo de eso que es bueno y está de acuerdo con los principios de libertad sindical y de 
autonomía colectiva, es que uno tiene que resolver cuál prima cuando haya más de un convenio de distinto 
nivel. No hay una regla absoluta al respecto. La más habitual es combinar dos criterios: prima el convenio de 
mayor nivel, que es el que acá se adopta, y prima el de la norma más favorable, que también aquí de alguna 
manera se utiliza. Por eso, a mí esto me parecía razonable. Se podría haber adoptado otro criterio, pero este 
es el más generalizado tanto en la doctrina como en la legislación comparada, lo cual no quiere decir aclaro 
que sea el único. 


Con respecto a que este proyecto de ley llevaría a la cogestión, sé que no lo dijo el señor Diputado pero 
cuando lo escuché, me pareció que es nada más que un recurso dialéctico, que no amerita un comentario de 
tipo técnico. 


Lo de la ultractividad por cierto que es discutible. En este caso también hay todo un debate, toda una 
discusión, sobre si se debe reconocer ultractividad a los convenios colectivos, esto es, si cuando termina el 
plazo de vigencia del convenio colectivo muere, se cae, o si conserva efectos hasta que haya un nuevo 
convenio colectivo, que es lo que adopta este proyecto de ley. Este es el sistema argentino, el sistema 
brasileño, etcétera, pero hay otros que no establecen la ultractividad. Hay otros que establecen la ultractividad 
para algún tipo de cláusula y no para otras. Nuevamente, este es un tema de discusión, de opción de política 
legislativa. A mí me parece bien, pero es un tema en el que hay muchas opciones abiertas. 


Con respecto a la reclamación de que se incluya la posibilidad o la obligación de pactar cláusulas de paz en 
los convenios colectivos, quiero hacer tres reflexiones. 


La primera: si se dijera que obligatoriamente hay que pactar cláusulas de paz, es probable que se estuviera 
atentando contra la autonomía colectiva de las partes, que pueden pactarlas o no, según quieran. 


La segunda: decir que la pueden pactar, es medio inútil; pueden pactar lo que quieran hasta ciertos límites. 


Y aquí viene la tercera reflexión. El tema de las cláusulas de paz en Uruguay admite dos enfoques, uno 
teórico, científico, dogmático de derecho del trabajo y otro práctico. Desde el punto de vista teórico, 
científico y dogmático, es un tema altamente discutible, porque es perfectamente posible sostener, como lo 
hace gran parte de la doctrina que las cláusulas de paz son absolutamente nulas porque implican una renuncia 
al ejercicio del derecho de huelga, que es un derecho fundamental. Esa renuncia la hace quien no es titular de 
ese derecho, porque el sindicato, que es el que firma el convenio colectivo y, por consiguiente, la cláusula de 
paz, no es titular del derecho de huelga. El titular del derecho de huelga son los trabajadores actuando 
colectivamente y no el sindicato, con lo cual este, al firmar una cláusula de paz, estaría renunciando a un 
derecho de otro. Para que la cláusula de paz sea considerada válida debería ser interpretada no como algo que 
el sindicato firma por sí sino como una obligación de medio que asume el sindicato. Para ser admitida como 
válida jurídicamente hablando, la cláusula de paz debería ser interpretada como un compromiso que asume el 
sindicato ante el empleador o la organización gremial de empleadores de no promover huelgas en 
determinadas circunstancias, en no ser el que las aliente o el que las desencadene, pero no podría en ningún 
caso garantizar que individualmente los trabajadores, si quisieran, las hicieran, porque es su derecho, no del 
sindicato. 


Entonces, desde el punto de vista teórico, la cláusula de paz es un problema, es una cosa difícil de manejar y 
al respecto hay reitero distintas posiciones. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Eso último sería sustentable. 
SEÑOR ERMIDA URIARTE.- Sí, en este caso existen las dos bibliotecas. 


Ahora bien, desde el punto de vista práctico, es una práctica habitual en el Uruguay moderno. En los últimos 
años, desde 1984 para acá, empezaron a aparecer cláusulas de paz en convenios colectivos tanto bilaterales 
celebrados fuera de los consejos de salarios aunque luego llevados allí como en los acuerdos negociados 
dentro de los consejos de salarios. No he hecho una compulsa, pero yo diría que hoy en más de la mitad de 
los acuerdos celebrados en el Uruguay y vigentes hay algún tipo de cláusula de paz, que no son todas iguales. 
Por lo tanto, preverlo no cambia demasiado las cosas: hay cláusulas de paz más allá de la discusión teórica 
sobre su procedencia. Yo diría que la mitad de los sindicatos uruguayos por decir grosso modo ha pactado 
cláusulas de paz. Esto quiere decir que la mitad de los empleadores o de las organizaciones de empleadores 
tiene ya en sus convenios colectivos cláusulas de paz de distinto tipo, con lo cual tampoco me parece que eso 
modificaría grandemente las cosas como se dan hoy en día. 


SEÑOR ITURRALDE.- Gracias, doctor. Como siempre, es un gusto recibirlo y le pido disculpas por la 
llegada tarde, pero estaba en otra reunión. 


Mi pregunta apunta en el sentido de lo manifestado por el Diputado doctor Pablo Abdala. Naturalmente, 
conozco las soluciones que se dan en la doctrina a la ultractividad de los convenios; creo que está bien 
resuelto el tema de los convenios imperium. Me quedan algunas dudas acerca de las condiciones de trabajo, 
de cómo se fijarían residualmente, si eso no competería al Estado en forma unilateral, y sobre una serie de 
temas vinculados a esto, pero me parece bastante central conocer su opinión en el sentido de si sería bueno 
incluir la cláusula de paz genéricamente. Más allá del análisis jurídico que hace ahora, ¿en la práctica sería 
bueno incluir la cláusula de paz? 


Como usted sabe, este tema viene de larga data. Creo que los primeros pasos se comenzaron a dar antes del 
Parque Hotel, en 1984, en la CONAPRO se empezó a hablar de este tema. Esta es una vieja discusión; pienso 
que en el Parque Hotel fracasó por los mismos tres temas de siempre: la cláusula de paz, la obligación de 
negociar y el derecho a la información. En el Banco República se avanzó muchísimo; en aquel momento 
creía y sigo creyendo que uno de los problemas quizás sea que queremos abarcar demasiado en una ley. Sigo 
insistiendo en la posibilidad de que generemos un marco residual, que sea supletorio, que rija para el caso de 
que las partes no tengan previstos otros mecanismos, que las normas resuelvan supletoriamente para el caso 
en que las partes no puedan dialogar. 


Pienso que esto es mucho más discutible cuando lo vemos escrito y en la teoría que cuando lo ponemos en 
marcha en la práctica. La mayoría de las cosas que suceden están resueltas. Hay algunos errores; por ejemplo, 
soy contrario a la forma en que está resuelto el tema del Consejo Superior Tripartito. Creo que resolver la 
creación de un Consejo Superior con tanta gente lleva a aplicar el principio de primacía de la realidad: luego 
terminan en un boliche sentadas dos o tres personas arreglando el tema. Me parece que se generan algunos 
mecanismos burocráticos que son excesivos y que no ayudan en todo este tema. La cláusula de paz siempre 
fue parte del equilibrio frente a la obligación de negociar. Creo que si en cierta medida pudiéramos buscar la 
forma de atenuar la obligación de negociar, o alguna otra alternativa como incluir alguna cláusula de paz o 
forma de expresión de voluntad de mantener la paz en torno a este tema, se facilitarían mucho las cosas, 
porque me parece y lo señalé en la Comisión pasada que si llegamos a votar un proyecto de ley como este 
con cincuenta o cincuenta y dos votos por un lado y cuarenta y seis o cuarenta y siete votos por el otro, no 
estaríamos haciendo las cosas bien. Yo creo que no es bueno que la fijación de políticas públicas en general y, 
en particular, la fijación de reglas laborales que regulan el quehacer de la vida de los países -porque regulan 
el trabajo que involucra a todos los uruguayos en este tema se hagan sobre la base de que una mayoría 
ajustada impone reglas, que unos meses después eventualmente otra mayoría ajustada modifica. 


Pienso que sería bueno buscar los caminos que se han encontrado en el pasado. Por ejemplo, como se hizo 
antes y después de la elección del año 1984 en la CONAPRO, o en el primer período post dictadura, es decir, 
entre 1985 y 1990, o como se hizo de 1990 y 1995 cuando se negoció en el Banco República y se pudo 
avanzar aunque finalmente siguió trancado, o después en el Ministerio que llevó adelante la doctora 
Piñeyrúa. Siempre ha habido avances y siempre se han trancado más o menos en las mismas cosas. 


Quisiera saber si ve tan lejanas las posiciones de las partes y si no es mejor pensar en una situación en la cual 
logremos tener determinados consensos un poco mayores, que den cierta estabilidad y permanencia a dichas 
normas, que puedan pervivir y no que sean fruto de enfrentamientos, porque no creo que sea bueno resolver 
las cosas de esta manera. 


La pregunta apunta a pensar más en el espíritu de la norma y, en particular, dejo planteada la consulta con 
relación al tema de la cláusula de paz. 


SEÑOR BENTANCOR.- Empecemos por el tema de las cláusulas de paz. 


Tal como decía el doctor Ermida Uriarte, ya es una práctica bastante asumida por los distintos sindicatos 
sellar la negociación que se ha hecho con una cláusula en la cual estrictamente se plantea, por ejemplo, que 
no existirán movilizaciones; de lo contrario, se vulneran los términos sobre lo acordado. En esta Comisión los 
empresarios hablaron de cláusulas de paz en general, no solo sobre lo acordado. 


Yo creo que las cláusulas de paz podrían o no personalmente me inclino porque no estén estar 

establecidas taxativamente en un proyecto de ley, porque son parte del contenido del convenio. Tal como es 
hoy, la mayoría de los convenios de las federaciones o sindicatos con las cámaras incluyen como contenido 
del convenio esa cláusula de paz, por lo cual queda absolutamente expedito el camino para que las partes de 


común acuerdo resuelvan un tema tan importante. ¿Quién le va a imponer a alguien una cláusula de paz? 
Parece contradictorio el hecho de imponer una cláusula de paz a gente que no quiere. 


Por tanto, creo que por sus características no puede imponerse. Nos parece que más bien esto tiene que ser 
parte del contenido del convenio, como en otros asuntos que ya se han adelantado públicamente que estamos 
dispuestos a analizar para ponernos en sintonía con algunas reflexiones de OIT a las cuales hemos estado 
muy apegados. Por cierto que como todo convenio va a ser homologado por el Poder Ejecutivo, lo que le va a 
dar más fuerza a esa voluntad de paz que, como todas las cosas puede ser también una declaración. Luego, si 
se cumple o no ¿quién se responsabiliza? 


Con respecto a la cláusula de paz planteo lo quiero hacer en términos de consulta si no es conveniente, quizá 
si va contra alguna disposición que hubiera de la OIT que pudiera desconocer que forme parte del contenido 
del convenio siempre y cuando surja del acuerdo de las partes. En tanto sea acuerdo de partes el Poder 
Ejecutivo no tiene allí más que homologarlo o aceptarlo como un hecho de la realidad. No creo que sea del 
caso que tenga que tomar iniciativa más allá de la voluntad que todos tenemos no solo el Poder Ejecutivo 
sino los legisladores en cuanto a que cuando se hace un convenio sea lo más duradero posible y reine la 
calma dentro del sindicato porque molestan bastante las situaciones conflictivas. 


En cuanto a la obligación de negociar de buena fe creo que se ha encontrado una buena redacción para 
plantear algo que está establecido por la OIT. Como planteaba un señor Diputado, el principio de realidad 
indica que muchas veces las reuniones grandes pueden terminar en un boliche. Eso está incorporado en la 
cultura de nuestro país. También cosas más importantes que han tenido que ver hasta con la reforma de la 
Constitución se han resuelto en boliches. 


(Interrupción del señor Diputado Iturralde) 


SEÑOR BENTANCOR.- Digo cosas más importantes que ésta, como la propia Constitución. Yo sé que 
no es una característica y tampoco lo es en este otro caso, pero si lo fuera no me interesaría demasiado. 


SEÑOR ITURRALDE.- Reconozco que esa es la lógica. La crítica es a tener grandes organismos si 
después se termina resolviendo en un boliche. Me parece que hay que tratar de adaptar las 
instituciones a las realidades. 


SEÑOR BENTANCOR.- Está claro. Muchas veces los parlamentarios, que somos ciento treinta, 
también resolvemos cosas importantes en los boliches. Llamémosle boliches a las cantinas del 
Parlamento, u otros lugares informales, donde resolvemos cosas y nos aproximamos. Hasta en esta 
Comisión, a veces se logra, en un ambiente distendido tomar resoluciones. Eso está claro. 


Pero invocando el principio de realidad que cita el colega expresando que generalmente esto termina en una 
mesa de boliche, yo digo que también según ese principio es clarísimo que mientras que aquí no hubo un 
criterio claro en cuanto a la obligación de negociar, es obvio que no se negoció. También según el principio 
de realidad rompe los ojos que mientras los Poderes Ejecutivos de determinadas Administraciones no 
tuvieron intenciones de negociación colectiva tal como estaba previsto por la ley de 1943 fue una decisión 
que respeto, pero no comparto, no hubo negociación en el país, por lo cual ese principio de realidad a 
nosotros nos ha pesado muchísimo y nos ha llevado a resolver que de ahora en más tengamos un mecanismo 
instrumentado como este, que la haga posible. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quisiera formular una repregunta con relación a mi interrogante 
inicial que refería a la adecuación entre este proyecto de ley y los convenios internacionales de la OTT. 
Específicamente en cuanto a los niveles de la negociación, el doctor Ermida Uriarte nos decía que el 
tema es discutible. Esa es una respuesta absolutamente legítima y, por lo tanto, ambienta la posibilidad 
de que uno sea partidario de una solución o de la otra. 


Pero mi pregunta es estrictamente técnica y está basada en el punto de vista jurídico. En el caso de 
confirmarse o eventualmente de interpretarse que la ley más allá del nivel de coincidencia o de discrepancia 
que uno tenga con ella contraviene lo que dispone el Convenio 131 que como tal ha sido ratificado por el 
Uruguay y en esa perspectiva tiene el mismo valor y fuerza que la ley interna, ¿podríamos tener 


consecuencias negativas para el país en cuanto a nuestro relacionamiento con la OIT y en cuanto al 
incumplimiento de normas internacionales? Acepto que el tema es discutible pero, en todo caso, eso también 
admite la posibilidad de que estemos contradiciendo un convenio internacional. Si la OIT llegara a interpretar 
eso como aparentemente podría hacerlo en función del pronunciamiento de la Comisión de Expertos, más 
allá de la opinión subjetiva, desde el punto de vista objetivo, ¿eso al Uruguay le podría acarrear 
consecuencias negativas? 


SEÑOR ERMIDA URIARTE.- Comienzo por contestar la última pregunta y pido una aclaración al 
señor Diputado Pablo Abdala. ¿En su pregunta concreta se refiere a esa frase que dice que en las 
competencias de los Consejos de Salarios no solo se incluye la fijación de los salarios mínimos sino 
también de las condiciones de trabajo? ¿Es a eso a lo que se refiere? 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- A eso y al principio de negociación libre y voluntaria. 


SEÑOR ERMIDA URIARTE.- Claro, a eso que eventualmente según una de las interpretaciones 
estaría afectando el principio de la negociación libre y voluntaria, crítica que, como bien se ha dicho, 
no termino de compartir aunque admito que es discutible. 


Efectivamente, ya ha habido un pronunciamiento de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y 
Recomendaciones que en mi opinión personal no valoró bien el asunto, porque analizó el artículo y no el 
conjunto del sistema y la práctica nacional, por lo que habría que ver si en un futuro mantendría ese tipo de 
jurisprudencia. Pero dejemos eso de lado porque la pregunta del señor Diputado Pablo Abdala ha sido muy 
clara y se refería a la hipótesis en la que la OIT mantuviera esa interpretación de esa disposición. Eso 
implicaría que el órgano de la OIT competente para analizar en qué medida las legislaciones nacionales 
respetan los Convenios, estaría diciendo que en ese punto no hay respeto; en ese sentido, sin duda, hay una 
violación del Convenio. Por supuesto que no es deseable que nuestro país viole convenios, aunque sea en un 
aspecto de detalle y no en un gran tema; una cosa es violar el Convenio de trabajo forzoso y otra un aspecto 
de detalle de un Convenio. Pero nadie puede recomendar menos un jurista que se viole un convenio, aunque 
se lo viole poquito; no corresponde. Quiere decir que eso habría que evitarlo, sin lugar a dudas. 


En cuanto a cuáles serían las consecuencias negativas para el país, diría que podrían ser relativas, porque uno 
de los grandes problemas que tiene la OIT es que sus órganos de control no tienen lo que se llama dientes o 
garras, en el sentido de que no pueden ir mucho más allá de una condena de contenido ético político. De 
todas formas, que la consecuencia sea esa no puede llevar a decir: Hagámoslo y chau; no, obviamente, desde 
el punto de vista jurídico, en la medida de lo posible hay que evitarlo. Y hay dos formas de hacerlo: 
convenciendo a la OIT de que se equivocó y jugando en esa cuestión cuasi jurisdiccional con la OIT para 
convencerla de que modifique esa jurisprudencia o, de lo contrario, buscando otro tipo de redacción o de 
solución legislativa sobre ese punto concreto. 


Con respecto a la intervención del señor Diputado Iturralde comparto plenamente todo lo que ha dicho sobre 
la historia de esto. Además, hemos participado en eventos relativos al tema. 


También comparto que el tema del derecho de información, de la obligación de negociar, de la cláusula de 
paz y algún otro de los aspectos del convenio colectivo, fueron elementos que siempre trancaron el asunto. 
Claro que también recuerdo de esas experiencias no tanto de las del Parque Hotel y el Banco República, 
porque esas eran iniciativas de la OIT primero y de RELASUR después, que tenían la finalidad de tratar de 
ayudar a los actores nacionales para llegar a normas, acuerdos o prácticas el señor Diputado Bentancor 
también participó de varios de esos eventos, en ese momento, como dirigente sindical, y si no se llegaba, no 
se llegaba. Pero cuando estuvo a cargo del Ministerio la doctora Piñeyrúa la experiencia fue un poco distinta, 
porque ya no fue la OIT la que tomó la iniciativa sino el Poder Ejecutivo o un Ministerio. Y según recuerdo 
puedo equivocarme allí se llegó a acordar un porcentaje importante del total. De aquellos listados de temas 
hubo un acuerdo del setenta por ciento, o más, y quedaron dos o tres puntos en los que no hubo acuerdo, que 
creo que eran estos dos o tres que señala el señor Diputado o algún otro por el estilo. Y ahí la cosa se trancó y 
yo creo que llega un momento en el que la autoridad tiene que decidir. Está bien el tripartismo y es necesaria 
la consulta, pero llega un momento en el que el que fue electo fue electo, y lo fue para decidir. Entonces, si se 
llegó a un acuerdo en un setenta por ciento y hay un treinta por ciento para el cual, luego de hacer todos los 
esfuerzos y de haber dado todas las oportunidades para llegar a acuerdos, estos no se concretan, la autoridad 


legítimamente electa, la autoridad democrática, tiene que llenar ese porcentaje. Y esa es la situación que me 
parece se plantea hoy en día. 


También estoy de acuerdo con que hay algunos aspectos que son dramáticos en la teoría pero no lo son en la 
práctica, y viceversa. Es cierto que el tema de la cláusula de paz, en el Uruguay de hoy, puede ser más 
dramático en la teoría, donde el enfoque teórico es el de la renuncia a un derecho fundamental, por quien ni 
siquiera es el titular de ese derecho, y en la práctica funciona en un número muy grande de casos con cierta 
facilidad. Yo personalmente pero admito que esto también es discutible no soy partidario de incluir la 
cláusula de paz como contenido necesario o posible de los convenios colectivos, porque es un contenido 
posible de por sí. Y si estamos discutiendo que no se debe incluir la referencia a las condiciones de trabajo, 
¿qué sentido tiene incluir reitero: en el momento en que estamos pensando en sacar las condiciones de trabajo 
las cláusulas de paz, donde es tanto o más discutible la posibilidad de negociarlas que las de negociar 
condiciones de trabajo? 


Admito que son todos temas discutibles, absolutamente discutibles. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia y los aportes del doctor Ermida Uriarte. 


Estaremos enviando la versión taquigráfica a la propia cátedra, al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, al PPECNT y a las cámaras empresariales que participaron en la discusión de este proyecto. 


Asimismo, queremos agradecer el apoyo sistemático que ha tenido la Comisión de parte de la cátedra 
aportando elementos para la discusión de los proyectos que nos han ocupado. 


SEÑOR ERMIDA URIARTE.- Les agradezco muy especialmente a todos su atención. 
Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se levanta la reunión. 


Tí maana dal nia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


